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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: HERNÁN MEJÍA URIBE

Pereira, dieciséis de abril de dos mil nueve
Acta número 0024 del 16 de abril de 2009
Siendo las cuatro y treinta minutos de la tarde de esta fecha, los Magistrados integrantes de la Sala Laboral de esta Corporación, en asocio de su Secretaria, se constituyen en audiencia pública con el fin de resolver el recurso de apelación interpuesto por la parte demandante contra la sentencia dictada por el Juzgado Segundo Labo​ral del Circuito de Pereira el 16 de diciembre de 2008, dentro del proceso ordinario que Jorge Alonso Bedoya Zapata le adelanta al Instituto de Seguros Sociales.

El proyecto presentado por el Ponente, aprobado por los restantes Magistrados de la Sala, fue discutido como consta en el acta a que se refiere el encabezamiento y alude a los siguientes 

ANTECEDENTES

A través de apoderado, busca el demandante se declare que el Instituto de Seguros Sociales es responsable del reconocimiento y pago de su pensión de vejez, con su correspondiente tasa prestacional, a partir del 6 de octubre de 2007; que por lo tanto se le condene al pago de la pretendida prestación, con sus intereses moratorios y costas procesales.
Para así pedir, relata que nació el 6 de octubre de 1947, que prestó sus servicios en el sector privado y que estuvo afiliado al Instituto demandado para efectos de I.V.M.; el 22 de octubre de 2007 presentó solicitud de pensión, la cual fue negada por medio de la Resolución N° 13045 de 2007 con el argumento de que no acreditaba el mínimo de semanas de cotización requeridas para ello; la entidad no consideró, al decidir sobre la solicitud, un lapso de cotizaciones que efectivamente fue laborado y aportado por el actor en los periodos de 1967-05-08 a 1971-08-31 y de 1971-09-01 a 1973-09-01, correspondiente a 2285 días, tiempo durante el cual su hermano, Ángel Martín Bedoya Zapata, laboró con los mismos empleadores y a quien sí le figuran en su historia laboral como aportados a pensión dichos periodos, de donde se deduce que se trata de un error de digitación de la accionada.

La demanda fue admitida por medio de auto del 10 de marzo de 2008, fl. 31, disponiendo la notificación a la entidad demandada.
Por medio de apoderado contestó, fl. 34, refiriéndose a los hechos y oponiéndose a las pretensiones; excepcionó Falta de causa, Pago eventual y compensación y Prescripción.   
Luego de trabada la litis se citó a las partes para llevar a cabo la audiencia donde se intentaría zanjar sus diferencias por la vía de la conciliación, la cual fue imposible por manifestación expresa de la demandada respecto a no asistirle tal ánimo, por ende se dio paso a la primera audiencia de trámite ordenando abrir el debate a prueba con la orden de practicar las solicitadas por las partes, fl. 62.
Instruida en lo posible la causa se clausuró el período probatorio convocándose para audiencia de juzgamiento, que tuvo lugar el 16 de diciembre último, en la que la funcionaria de primera instancia condenó al Instituto de Seguros Sociales a reconocer y pagar la pensión de vejez al actor, al encontrar que existieron periodos no tenidos en cuenta por la entidad accionada al momento de decidir sobre la prestación, los cuales debían contabilizarse, pues, aunque no se habían pagado las cotizaciones por dichos lapsos, ello obedeció a mora del empleador, lo cual no podía afectar el derecho reclamado por el trabajador, fls. 90 a 97.

Inconforme con la decisión, en tiempo hábil presentó recurso de apelación la abogada del Instituto de Seguros Sociales, fl. 99, manifestando que, ante la falta de pago de periodos de cotización a nombre del actor, quien en últimas debe asumir el pago de la prestación debe ser el empleador incumplido, para lo cual citó diversos pronunciamientos de la Corte Suprema de Justicia.

Concedido el recurso, se enviaron los autos a esta Sede, en donde a las partes se les corrió el traslado de rigor. Sin que existan vicios que anulen lo actuado, se procede a resolver, con fundamento en estas

CONSIDERACIONES

No existe discusión alguna en torno a que el actor nació el 6 de octubre de 1947, según los documentos de folios 13 a 16, esto es, cumplió los 60 años de edad en dicha fecha de 2007. Tampoco existe duda que cumple con los requisitos del artículo 36 de la Ley 100 de 1993 para tenérsele en cuenta la transición, lo que obliga a que las disposiciones aplicables al caso sean las referidas al Acuerdo 049 de 1990, aprobado por el Decreto 758 de ese año. 

La controversia bajo estudio, entonces, está centrada en verificar la densidad de cotizaciones validas aportadas por el actor, a efectos de determinar la procedencia del beneficio pensional solicitado.
Inicialmente es pertinente señalar que esta Corporación en pronunciamientos anteriores ha tomado posición en torno a la mora patronal de los aportes y sus consecuencias en los derechos del trabajador, indicando que, conforme con la Constitución y los desarrollos legales y reglamentarios, se atribuyen a las entidades administradoras de pensiones la función de exigir del empleador la cancelación de los aportes pensionales, no siendo posible a la entidad pensional alegar a su favor su propia negligencia en la no implementación de la atribución de cobro, causando grave perjuicio a quien no tiene por qué sufrirlo, el trabajador, por ser ajeno al comportamiento del empleador y el descuido del organismo de seguridad social. 

En otras palabras dicho, en casos donde ha existido mora en el pago de aportes a seguridad social, el derecho debe ser reconocido y el conflicto que suscita la negligencia del empleador y de la entidad de seguridad social debe ser subsanado entre ellos administrativa o judicialmente, sin comprometer para nada el derecho del empleado.

Ante la mora del empleador, es la entidad administradora de pensiones la encargada de realizar el cobro debido de aportes, sin que las normas de seguridad social integral de la Ley 100 de 1993 y sus decretos reglamentarios, hayan establecido como sanción para el empleador la obligación de pagar la prestación pensional al trabajador; sólo se establece el pago de intereses de mora a la tasa establecida para el pago de impuesto de renta y complementarios, pero todo el trámite de cobro y vicisitudes que se presenten en su desarrollo no puede en manera alguna afectar el derecho irrenunciable, indiscutible y sagrado del trabajador a optar por la pensión de vejez al cumplir los requisitos de ley.

En armonía con lo anterior, la propia Corte Constitucional en la sentencia C-177 de 1998(
), manifestó:

“En cuanto dice relación con el incumplimiento del pago de los aportes por los empleadores al ISS, la Corte de manera reiterada, ha sostenido que no le es endilgable al empleado y menos aún, puede derivarse contra éste una consecuencia negativa, por la mora del patrono o empleador en hacer oportunamente el pago de la porción de los aportes que le corresponden, junto con la parte que para el mismo efecto ha retenido de su salario al empleado.

Dicho de otra forma, retenidos por el empleador, de la asignación salarial los valores que le corresponde aportar al empleado, surge para aquél la obligación de consignarlos en la oportunidad señalada por la ley y el reglamento, junto con los que son de su cargo. Por lo tanto, siendo el empleador quien efectúa los descuentos o retenciones, si elude el pago a la entidad de seguridad social, tal omisión no le es imputable al empleado, ni pueden derivarse contra éste consecuencias negativas que pongan en peligro su derecho a la salud o a la vida, o a una prestación económica de tanta importancia como la que representa la pensión de invalidez”.
Para esta Sala es claro el sentido de la jurisprudencia de la Corte Constitucional a este respecto; no es justo que padezca el trabajador las consecuencias negativas derivadas de la mora del empleador en el pago de los aportes en pensiones.

Establecido lo anterior, corresponde verificar si el actor cumple con las disposiciones contenidas en el Acuerdo 049 de 1990, aprobado por el Decreto 758 del mismo año.

Indica el artículo 12 del citado Acuerdo:

“Artículo 12. Requisitos de la pensión por vejez. Tendrán derecho a la pensión de vejez las personas que reúnan los siguientes requisitos:

a) Sesenta (60) o más años de edad si se es varón o cincuenta y cinco (55) o más años de edad, si se es mujer y,

b) Un mínimo de quinientas (500) semanas de cotización pagadas durante los últimos veinte (20) años anteriores al cumplimiento de las edades mínimas, o haber acreditado un número de un mil (1.0.00) semanas de cotización, sufragadas en cualquier tiempo.

Ahora bien, estando por fuera de discusión que el actor arribó a la edad de 60 años el 6 de octubre de 2007, resta verificar la densidad de semanas de cotización a su favor.

	Periodo
	Días
	Semanas
	Folio

	1973-07-05 a 1986-05-14
	3.129
	447
	87

	1998-09 a 2007-12
	2.583
	369
	77 a 80

	
	
	
	

	TOTAL
	5.712
	816
	


Teniendo en cuenta lo anterior, es claro que el demandante no tiene, inicialmente, derecho a la pensión pretendida, toda vez que no acredita las 1.000 semanas de cotización en toda su vida laboral y tampoco las 500 dentro de los 20 años anteriores al cumplimiento de la edad mínima, es decir, entre el 6 de octubre de 1987 y la misma fecha de 2007, como quiera que en ese lapso de tiempo se vislumbran sólo 357 semanas cotizadas.

Y se dice que inicialmente no tendría derecho, porque sí lo tiene conforme a lo expuesto respecto a la mora en el pago de cotizaciones a pensiones por parte del empleador.

A folios 86 y 87 de la demanda reposa el “Reporte de Semanas Cotizadas” por el actor entre 1967 y 1994, allí se aprecian dos periodos de cotización que no aparecen relacionados entre las semanas validas para reconocer prestaciones; el primero de ellos, bajo el patronal 03610110586, sin nombre, comprende el periodo entre mayo 8 de 1967, calenda de ingreso, y el 31 de agosto de 1971, cuando fue retirado del sistema; el segundo, bajo el patronal 03100110586, Montoya Zapata William, del 1° septiembre de 1971 al 1° de septiembre de 1973; en ambos casos, figura en la columna “Seguros”, las letras S y R, correspondientes a Salud y Riesgos profesionales.

De lo anterior se deduce que en dichos periodos el demandante únicamente fue afiliado en Salud y Riesgos Profesionales, sin embargo, alega éste que en dicha época laboraba para el señor Rodrigo Montoya y, a su muerte, para el señor William Montoya Zapata, quienes lo afiliaron al Instituto de Seguros Sociales para el cubrimiento, no solo de Salud y Riesgos Profesionales, sino también para Pensión, lo cual es ratificado por los testimonios de los señores Ángel Martín Bedoya Zapata, fl. 69, y Jorge Iván Henao Carmona, fl. 71; además, respecto del primero, quien es su hermano y ya se encuentra pensionado por el Instituto de Seguros Sociales, a folios 26 a 29 del infolio, se aportó el “Reporte de Semanas Cotizadas” de 1967 a 1994, presentando cotizaciones a pensión, bajo los mismos patronales que el actor y por los mismos periodos, amén que en su declaración afirmó que en dichas calendas trabajaban juntos, para los mismos empleadores.

Así las cosas, se decanta con facilidad que lo que ha ocurrido con los aportes del accionante por los periodos que se echan de menos, es que, o no fueron pagados por su empleador, o peor aún, por una razón desconocida, atribuible tal vez a un error del Instituto de Seguros Sociales, no son reflejados en su historia laboral, lo cual ocasiona consecuencias negativas que no tiene por que padecer el señor Bedoya Zapata.

Y como si lo precedente no bastase, a folios 45 y 46, se encuentra “Reporte de Semanas Cotizadas” entre 1967 y 1994, aportado por la misma demandada, en el cual se lee que su destino es oficial, por lo tanto valido para prestaciones económicas, en el que, aunque tachado con lápiz, encontramos que en los periodos de mayo 8 de 1967 a agosto 31 de 1971 y de 1° de septiembre de 1971 a 1° de septiembre de 1973, el actor fue afiliado al Instituto de Seguros Sociales con cubrimiento de todos los riesgos, es decir, en Salud, Riesgos Profesionales y Pensión, lo cual genera graves dudas acerca de la exactitud y veracidad de la información posteriormente suministrada por la entidad demandada, duda que en todo caso debe ser resuelta a favor del trabajador.
Ahora bien, adicionando a los 5.712 días contabilizados anteriormente, los 2.274 días, correspondientes a los no reflejados en su historia laboral, tenemos que totaliza 7.986 días, equivalentes a 1.140,8571 semanas cotizadas, cantidad suficiente para que el demandante sea beneficiario de la pensión de vejez solicitada, imponiéndose la confirmación de la sentencia de primera instancia.
Costas en esta instancia no se causaron.
En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira administrando Justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA la sentencia que por apelación a conocido.
Costas en esta sede no se causaron.
Notificación en estrados.

No siendo otro el objeto de esta audiencia, se levanta y firma la presente acta.

Los Magistrados,

HERNÁN MEJÍA URIBE

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN
LINA MARIA ARBELAEZ GIRALDO

Secretaria
(�). M.P. Alejandro Martínez Caballero.  
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